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Capítulo 4  
¿Pueden los Estados 
restringir los derechos 
humanos?
Algunos derechos humanos, como la prohibición de la tortura y la esclavitud, son 
absolutos. La aplicación de técnicas de interrogatorio que lleguen a constituir tortura, 
tal y como se define en el artículo 1 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (CAT), por ejemplo las descargas eléctricas y 
otros métodos que provocan grave dolor físico o sufrimiento mental, no está justificada 
en absolutamente ningún caso, ni siquiera en el ámbito de la lucha contra el terrorismo, 
ni para evitar ataques terroristas inminentes.

No obstante, la mayoría de los derechos humanos no son absolutos y, por lo 
tanto, están sujetos a ciertas restricciones, como por ejemplo mediante reservas, 
derogaciones y limitaciones. Más aún, el principio de realización progresiva de los 
derechos significa que deben tenerse en cuenta las circunstancias particulares y 
la capacidad de cada Estado a la hora de valorar si un Estado ha incumplido sus 
obligaciones en materia de derechos humanos. De por sí, aunque el contenido básico 
de los derechos humanos es universal y algunas obligaciones tiene efecto inmediato, 
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los Estados disfrutan de cierto margen de discreción al aplicar sus obligaciones de 
respetar, proteger y cumplir los derechos humanos.

Cláusulas de limitación

Muchas de las obligaciones de respetar los derechos humanos están sometidas a 
las denominadas cláusulas de limitación. Por ejemplo, el ejercicio de las libertades 
políticas, como la libertad de expresión, reunión y asociación, entraña deberes 
y responsabilidades y puede por tanto estar sometido a ciertas formalidades, 
condiciones, restricciones y sanciones en interés de la seguridad nacional, la integridad 
territorial o la seguridad pública, la prevención de disturbios o delitos, la protección 
de la salud o la moral del público, o la protección de la reputación o los derechos y 
libertades de otros. Si las personas utilizan indebidamente su libertad de expresión 
y su derecho a participar en una manifestación para incitar al odio racial o religioso, 
para la propaganda a favor de la guerra o para incitar a otros a cometer delitos, los 
gobiernos tienen la obligación de interferir con el ejercicio de esas libertades a fin de 
proteger los derechos humanos de otros. Toda injerencia, restricción o sanción deben, 
no obstante, aplicarse de conformidad con las leyes nacionales y deben ser necesarias 
para alcanzar los objetivos respectivos y los intereses nacionales en una sociedad 
democrática. En cualquier caso, los Estados deben demostrar la necesidad de aplicar 
esas limitaciones y adoptar sólo aquellas medidas que sean proporcionales al logro de 
los objetivos legítimos1.

Recuadro 16	 Cláusulas de limitación: ejemplos de jurisprudencia

La tarea de los órganos internacionales de derechos humanos consiste en evaluar 
caso por caso si una forma particular de injerencia sirve a un propósito legítimo, 
está basada en una legislación nacional válida y previsible y es proporcional 
respecto al objetivo legítimo. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, por 
ejemplo, ha interpretado las cláusulas de limitación pertinentes del Convenio 
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades 
Fundamentales (CEDH) de modo que por un lado da a los Gobiernos un margen 
relativamente amplio de apreciación2, mientras que por el otro les exige demostrar 
una necesidad social acuciante que justifique las restricciones. Por ejemplo, el 
Tribunal no aceptó el argumento aducido por el Gobierno de Irlanda de que 
la prohibición general de la homosexualidad en el derecho penal irlandés era 
necesaria en una sociedad democrática para la protección de la moral pública, 
dado que en ausencia de cualquier legislación comparable en otras sociedades 
europeas, el Tribunal no encontró ninguna necesidad social acuciante para una 
restricción tan amplia del derecho a la vida privada.

1	 Véase, por ejemplo, el artículo 19 del PIDCP.

2	 Aunque el concepto de margen de apreciación lo aplica principalmente el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, otros órganos, incluido el Comité de Derechos Humanos, también hacen referencia a conceptos 
similares, como el “margen de discreción”.
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Derogación durante un estado de emergencia

En circunstancias excepcionales, incluidos los conflictos armados, los disturbios, los 
desastres naturales u otras emergencias públicas que suponen una amenaza para la vida 
de una nación, los gobiernos pueden adoptar medidas que les eximen de sus obligaciones 
en materia de derechos humanos, siempre que se cumplan las siguientes condiciones3:

•	 debe haberse declarado oficialmente un estado de emergencia que suponga una 
amenaza para la vida de la nación;

•	 las medidas específicas que derogan un tratado internacional deben notificarse 
oficialmente a las organizaciones internacionales competentes y a los otros 
Estados Partes;

•	 la derogación sólo es admisible en la medida estrictamente requerida por la situación;

•	 la derogación debe suspenderse en cuanto la situación lo permita;

•	 los derechos sometidos a derogación no deben encontrarse entre aquellos que no 
admiten derogación alguna4 (véanse el recuadro 17 y el capítulo 9).

Recuadro 17	 Derechos, libertades y prohibiciones que no pueden ser 
derogados ni siquiera en tiempos de emergencia pública que amenace la 
vida de la nación

En virtud del artículo 4 del PIDCP

•	 El derecho a la vida.

•	 La prohibición de la tortura y de los tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes.

•	 La prohibición de la esclavitud y la servidumbre.

•	 La prohibición de la privación de libertad por deudas.

•	 La prohibición de las leyes penales de carácter retroactivo.

•	 El derecho al reconocimiento jurídico de la persona.

•	 La libertad de pensamiento, conciencia, religión y creencias.

En virtud del artículo 15 del Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales

•	 El derecho a la vida, salvo respecto de las muertes derivadas de acciones de 
guerra lícitas.

•	 La prohibición de la tortura y de los tratos y las penas inhumanos o 
degradantes.

•	 La prohibición de la esclavitud y la servidumbre.

3	 Véase el artículo 4 del PIDCP.

4	 Véase también la CAT, artículo 2, párr. 2, y la ICPPED, artículo 1, párr. 2.
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•	 La prohibición de las leyes penales de carácter retroactivo.

En virtud del artículo 27 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos

•	 El derecho a la personalidad jurídica.

•	 El derecho a la vida.

•	 El derecho a la integridad personal.

•	 La prohibición de la esclavitud y la servidumbre.

•	 La prohibición de las leyes penales de carácter retroactivo.

•	 La libertad de conciencia y religión.

•	 El derecho a la nacionalidad.

•	 El derecho a participar en el gobierno.

•	 El derecho a tener un nombre.

•	 Los derechos de la familia.

•	 Los derechos del niño y la niña.

•	 El derecho a las garantías judiciales indispensables para la protección de tales 
derechos.

En virtud de la Carta Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos

•	 Aunque la Carta no contiene ninguna disposición relativa a la derogación, los 
Estados Partes pueden derogar ciertos derechos en tiempos de emergencia5.

En virtud del artículo 4 de la Carta Árabe de Derechos Humanos

•	 El derecho a la vida.

•	 La prohibición de la tortura y de los tratos crueles, degradantes, humillantes o 
inhumanos.

•	 La prohibición de la experimentación médica o científica o del tráfico de 
órganos humanos.

•	 La prohibición de la esclavitud, la servidumbre y la trata de personas.

•	 El derecho a un juicio imparcial ante un tribunal competente, independiente e 
imparcial, incluida la asistencia jurídica gratuita para personas que no dispongan 
de los recursos económicos necesarios.

•	 El derecho de las personas privadas de libertad a que un tribunal competente 
declare la legalidad de su detención (habeas corpus).

•	 La prohibición de las penas y delitos retroactivos.

•	 La prohibición de encarcelamiento por no haber pagado una deuda contractual.

5	 Enciclopedia Max Planck de Derecho Público Internacional, Carta Africana de Derechos Humanos y de los 
Pueblos (1981)
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•	 La prohibición de ser juzgado penalmente dos veces por el mismo delito.

•	 El derecho de las personas privadas de libertad a ser tratadas humanamente.

•	 El derecho a tener una personalidad jurídica.

•	 La prohibición de impedir de forma ilícita que una persona abandone o resida en 
cualquier país.

•	 El derecho a solicitar asilo político.

•	 El derecho a tener una nacionalidad.

•	 El derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y religión, sujeto a las 
restricciones que dicta la ley.

•	 El derecho a las garantías judiciales indispensables para la protección de los 
derechos mencionados.

Recuadro 18	 Observación general N° 29 (2001) del Comité de Derechos 
Humanos sobre las derogaciones durante un estado de emergencia

El Comité DH, en calidad de órgano encargado de vigilar la aplicación del PIDCP, 
puede emitir observaciones generales con el fin de asistir a los Estados Partes 
en la interpretación de las disposiciones del PIDCP. En su Observación general 
N° 29 sobre los estados de emergencia, el Comité DH hace hincapié en que la 
lista de los derechos inderogables que aparece en el artículo 4 2) del PIDCP no 
es necesariamente exhaustiva. Algunos derechos o elementos de derechos que 
no se mencionan en el artículo 4 2) del PIDCP, como el derecho de toda persona 
privada de libertad a ser tratada humanamente y con el respeto debido a la 
dignidad inherente al ser humano, o la prohibición de propaganda en favor de la 
guerra o apología del odio, no pueden someterse a derogación lícita. Además, el 
Comité DH opinó que los procedimientos de salvaguardia, incluidas las garantías 
judiciales, nunca pueden ser objeto de medidas que podrían eludir la protección 
de los derechos inderogables. Es más, mantuvo que “los principios de legalidad 
y el estado de derecho exigen que los principios fundamentales del derecho a un 
juicio imparcial se respeten durante un estado de excepción”.

Recuadro 19	 Fragmento de un informe realizado por el Relator Especial 
de las Naciones Unidas sobre los derechos humanos y los estados 
de excepción, el Sr. L. Despouy, para el Simposio de la UIP sobre El 
parlamento: guardián de los derechos humanos, Budapest, 1993

“La experiencia demuestra que es sumamente 
deseable que las disposiciones que rigen los 
estados de emergencia tengan el rango de medidas 
constitucionales. La mayoría de las legislaciones 
proclaman esto de forma explícita, pero otras 
lo establecen de forma indirecta estipulando 
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que ‘ninguna autoridad asumirá las funciones 
legislativas con el argumento de la existencia de un 
estado de emergencia’”.

Reservas

En ciertos casos, los Estados pueden formular declaraciones unilaterales en el 
momento de la firma, la ratificación, la aceptación, la aprobación o la adhesión a un 
tratado con el objetivo de excluir o modificar el efecto jurídico de algunas disposiciones 
del tratado para el Estado que realiza la declaración. Esas declaraciones pueden 
denominarse “reserva”, “declaración”, “entendimiento”, “declaración interpretativa” o 
“declaración de interpretación”.

El artículo 19 de la Convención de Viena de 1969 sobre el Derecho de los Tratados 
especifica que un Estado podrá formular una reserva en el momento de firmar, ratificar, 
aceptar, aprobar o adherirse a un tratado a no ser:

•	 que la reserva esté prohibida por el tratado;

•	 que el tratado disponga que únicamente pueden hacerse determinadas reservas, 
entre las cuales no figure la reserva de que se trate; o

•	 que, en los casos no previstos en las dos categorías anteriores, la reserva sea 
incompatible con el objeto y el fin del tratado.

Cuando un tratado guarda silencio acerca de las reservas y se formula una reserva que 
se distribuye posteriormente, los Estados interesados tienen 12 meses para formular 
objeciones a la reserva a partir de la fecha de notificación ante el depositario o de la 
fecha en la que el Estado expresó su consentimiento en obligarse por el tratado si esta 
última es posterior (véase el artículo 20, párr. 5, de la Convención de Viena de 1969 
sobre el Derecho de los Tratados).

A menos que el tratado estipule lo contrario, un Estado puede retirar su reserva u 
objeción a una reserva, sea de forma total o parcial, en cualquier momento. Toda 
reserva que el órgano encargado de vigilar la aplicación del tratado considere 
incompatible con el objeto y el fin del tratado de que se trate será inválida. Por 
consiguiente, el Estado afectado deberá aplicar el tratado sin dicha reserva (véase: 
Comité de Derechos Humanos, Observación general N° 24, CCPR/C/21/Rev. 1/Add. 6, 
párr. 18), (véase también capítulo 10).

Lecturas complementarias

–	 Comité de Derechos Humanos, Observación general N° 29 sobre los estados de emergencia (CCPR/C/21/
Rev.1/Add.11).

–	 Comité de Derechos Humanos, Observación general N° 24 sobre las cuestiones relacionadas con las reservas 
formuladas con ocasión de la ratificación del Pacto o de sus Protocolos Facultativos, o de la adhesión a ellos, 
o en relación con las declaraciones hechas de conformidad con el artículo 41 del Pacto.

–	 Principios de Siracusa sobre las disposiciones de limitación y derogación del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos (E/CN.4/1985/4, anexo).




